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Abril seis (6) de Dos Mil Veintidós (2022). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en 

derecho corresponde sobre la Acción de Tutela presentada ANDREA CAROLINA 

LONDOÑO actuando en calidad de representante legal de mi hijo CAMILO ANDRÉS 

BARROS LONDOÑO contra EPS SURA por la presunta vulneración al derecho 

fundamental de SALUD. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

“PRIMERO: Mi hijo CAMILO ANDRÉS BARROS LONDOÑO, nació el 18 de julio de 2016 

y desde pequeño presenta diferentes problemas relacionados con el habla, su desarrollo 

motor y social, por lo que el 7 de diciembre de 2021 asistió a una cita de control de 

Neuropatía, a raíz de la cual fue diagnosticado con Trastorno del lenguaje y Trastorno del 

Espectro Autista. 

SEGUNDO: Debido a lo anterior, fue remitido a un centro de rehabilitación con el fin de 

adelantar un proceso de terapias. Este trastorno ha afectado su desarrollo social, motor y 

personal, razón por la cual es necesario que asista a las terapias de manera regular pues es 

importante que se dé todo el esfuerzo, apoyo médico y terapéutico a tiempo, con el fin de 

garantizar su bienestar y la prevalencia de sus derechos. 

TERCERO: El centro de rehabilitación al que fue remitido mi hijo, para las terapias 

integrales que requiere, se llama CENTRO DE NEUROREHABILITACIÓN Y 

APRENDIZAJE, el cual se encuentra ubicado en la Calle 18 #28B-20. 

QUINTO: Manifiesto que como cuidadora y responsable del niño CAMILO ANDRES 

BARROS LONDOÑO, soy madre soltera y cabeza de familia, y que mis ingresos provenientes 

de mi salario base como Agente de Contac Center equivalen a $ 1.040.010 pesos, a partir 

de los cuales cubro la totalidad de los gastos de alimentación y necesidades básicas de mi 

hijo, dado que no cuento con otros ingresos adicionales; además de ser quien tiene al niño 

afiliado a la EPS en el régimen contributivo. 

SEXTO: Nuestro lugar de residencia está ubicado en Soledad (CRA 37B 27C – 78) y siendo 

CENAP el centro de rehabilitación que cuenta con la terapia para aplicar a mi hijo, no 

cuento con los recursos necesarios para movilizarlo diariamente a que este reciba las 

mismas.  

SÉPTIMO: Debido a que me encuentro laborando, cuento con el apoyo de mi madre, mujer 

mayor de 58 años, quien queda como cuidadora del niño. Mi madre presenta dolores 

frecuentes en sus articulaciones (rodillas y túnel del carpio), y actualmente está realizando 
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estudios para recibir un diagnóstico de sus síntomas. Además de lo anterior, no puede cargar 

peso ni realizar movimientos que serían necesarios para poder transportar al niño en un bus 

de servicio público u otro diferente a un taxi. Es por esto, por lo que los costos equivalentes 

al desplazamiento del niño de nuestro lugar de residencia al centro de rehabilitación y de 

regreso a casa son de $20.000 pesos diarios. 

OCTAVO: La rutina diaria del niño consiste en asistir al colegio de 7:30 Am hasta la 01:45 

Pm, hora en que retorna a su residencia, y el horario asignado por el centro es de 03:00 pm 

a 5:15 pm de lunes a viernes diariamente, lo que evidencia un horario muy apretado, que no 

podría cumplirse puntualmente si el niño se transportase en otro medio diferente al servicio 

privado de taxi. Esto permite, además optimizar el tiempo de traslado al centro de 

rehabilitación, que el niño pueda tener las terapias necesarias diariamente y transportarlo 

con seguridad.  

NOVENO: En caso de adelantar la movilidad y traslado de mi hijo en un servicio de 

transporte como taxi, los costos de esto serían de $ 20.000 pesos de lunes a viernes, lo que 

implica que mensualmente corresponda a $ 400.000 pesos, por concepto de ida y regreso 

del niño cada vez que asista a la realización de las terapias.  

DÉCIMO: El valor del transporte mensual del niño al centro de rehabilitación es 

equivalente al 38.46% de mi salario mensual, lo que demuestra que no me encuentro en 

condiciones económicas que me permitan continuar y garantizar por más tiempo el 

transporte del niño a sus terapias. 

ONCEAVO: El día 6 de enero de 2022 presenté derecho de petición ante la entidad 

accionada con el fin de que autorizara el suministro de transporte a mi hijo. El 12 de enero 

obtuve respuesta negativa por parte de la EPS. 

PRETENSIONES 

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, solicito respetuosamente lo siguiente: 

 PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud de mi hijo CAMILO ANDRÉS 

BARRIOS LONDOÑO, el cual se vio afectado por EPS SURA debido a su negativa de 

suministrar el auxilio de transporte para él y mi madre.  

SEGUNDO: En consecuencia, se ORDENE a EPS SURA, ORDENAR, AUTORIZAR Y 

CONCEDER auxilio de transporte a mi hijo CAMILO ANDRES BARRIOS y a su 

acompañante, con el fin de que pueda asistir a las terapias que necesita, en la periodicidad 

que haya señalado el médico tratante, de acuerdo con los requisitos planteados por la Corte 

Constitucional en la sentencia T-653 de 2016.  

TERCERO: Sírvanse de ORDENAR todo lo que este honorable juzgado considere pertinente 

para garantizar el restablecimiento del derecho fundamental a la salud de mi hijo. 
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 ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 09 de marzo de 2022 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar al parte accionado EPS SURA, para que dentro del plazo de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por 

DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

El accionado, EPS SURA, en fecha 16 de marzo 2022, contesto a los hechos lo siguiente:  

“1. Señor juez, es supremamente importante que tenga en cuenta que a la fecha el usuario 

NO cuenta con una orden de un profesional médico que prescriba la necesidad pertinencia 

y conducencia del servicio de transporte que solicita el accionante.  

2. Debe considerar el despacho que el juez, ni el accionante, ni nosotros somos médicos, es 

decir, no se puede ordenar algo donde se pone en riesgo la vida que no esté debidamente 

caracterizado, examinado y respaldado por los profesionales formados y autorizados para 

ello por los legisladores –Ley 23 de 1981 y Ley 100 de 1993-.  

3. De igual manera, el despacho debe tener presente que la modalidad de atención, los 

servicios, procedimientos, terapias, medicamentos e insumos requeridos por un paciente son 

ordenados dentro de un acto médico, donde el profesional de la salud, de acuerdo con el 

examen físico, antecedentes personales, condición actual de salud, entre otros factores 

evaluados en la consulta o en servicios de urgencias y hospitalarios, determina la conducta 

médica a seguir. 

4. En virtud de lo anterior, debemos aclarar que la compañía ni el despacho puede 

influenciar en la decisión de los médicos de nuestra red de atención en lo relativo a la 

pertinencia, conducencia, necesidad y viabilidad de la prescripción o no de los servicios 

enunciados; lo anterior, en respeto a la autonomía médica consagrada en el Artículo 17 de 

la Ley Estatutaria en Salud, pues se trata de su criterio médico y científico que les faculta su 

profesión 

A LOS HECHOS 

 El accionante CAMILO ANDRES BARROS LONDOÑO identificado con el documento RC 

1146541889 se encuentra afiliado al Plan de Beneficios de Salud (PBS) de EPS SURA desde 

14/12/2020 en calidad de BENEFICIARIO, y TIENE DERECHO A COBERTURA 

INTEGRAL.  

Respecto a lo solicitado, nos permitamos informarle al despacho por lo que se estudia el 

caso y se informa que el servicio solicitado no cuenta con cobertura por el plan de beneficios 

en salud, ni cuenta con código para ser solicitado por mipres puesto que se considera 

exclusión del PBS, y este debe ser asumido por la familia 
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Solicitamos al Juzgado tener en cuenta que la prestación que motiva la presente acción de 

tutela no puede ser aprobada de manera inmediata por tratarse de un servicio o tecnología 

de las que trata el artículo 20 de la resolución 3951 de 2016; esto es servicios 

Complementarios, de soporte nutricional prescritas en el ámbito ambulatorio y 

medicamentos de listado UNIRS y por tanto la aprobación debe realizarse por parte de una 

Junta de Profesionales que debe reunirse dentro de los 5 días siguientes a la prescripción 

de la prestación para definir y justificar la pertinencia o no de la misma. 

Frente a la solicitud puntual de SERVICIO COMPLEMENTARIO (TRANSPORTE), nos 

permitimos informar: 

Como ya se indicó en la aclaración previa, la prestación que motiva la tutela no se encuentra 

integrada en el plan de beneficios en salud (PBS), hace parte de los llamados servicios 

complementarios y para su aprobación se requiere la conformación de una Junta de 

profesionales de la Salud en la IPS donde fueron ordenados. 

Para el caso particular, no existe una orden médica que prescriba la necesidad del 

transporte, por lo que no se puede conformar la junta para su autorización. El PBS no 

incluye dentro de las prestaciones el transporte ni el traslado en ambulancia de los pacientes 

desde su hogar a la IPS o de ésta a su casa, ni para asistir a consultas o terapias 

ambulatorias, a no ser que existan condiciones especiales y cuando se continuara la atención 

de hospital en casa, siempre y cuando los pacientes no puedan o esté contraindicado el uso 

del servicio público, condiciones y situaciones que no se evidencian en este caso. 

PETICIÓN 

Conforme a la respuesta dada a los hechos, las pruebas adjuntas y el fundamento jurídico y 

jurisprudencial, solicito de manera respetuosa Señor Juez, NEGAR el amparo constitucional 

solicitado por la parte accionante y, en consecuencia, declarar la IMPROCEDENCIA de 

esta acción de tutela por no vulneración de un derecho fundamental por parte de EPS SURA. 

COMPETENCIA 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de 

la tutela cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y 

como los efectos de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, 

tenemos la competencia para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en 

nuestro ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa 
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que se trata de una acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en 

todo momento y lugar, para reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata 

y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados 

o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, 

en los casos establecidos en la ley. Sin embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 

2591 de 1991, esta acción resulta improcedente, entre otras causales de improcedencia, 

cuando existen otros recursos o medios de defensa judiciales o administrativos para proteger 

los derechos fundamentales del accionante, como quiera que la acción constitucional de tutela 

tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros recursos o medios de defensa 

administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su objetivo no puede ser el 

de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 de 1991, 

306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos 

fundamentales de las personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción 

u omisión de una autoridad pública o por los particulares en los casos expresamente señalados 

por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo 

consagró en forma expresa un determinado número de derechos considerados como 

fundamentales ya antes reconocidos por organizaciones supranacionales, sino que además 

instituyó un mecanismo especial para brindarle protección jurídica a tales derechos cuando 

resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas o de 

los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona 

tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 

nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave 

directamente el interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida 

como un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección 

directa, efectiva e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de 

particulares en los casos previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples 

oportunidades la Honorable Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es 
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procedente cuando quien la instaura dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, 

a menos que se instaure como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Es decir, y en este sentido realizando una interpretación estricta de esta acción de tutela, es 

requisito indispensable la inexistencia de otro mecanismo idóneo de defensa judicial, a través 

del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la protección del derecho conculcado. Es 

por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, ha resaltado el carácter 

subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos esenciales. 
 

4.5. Derecho fundamental a la salud. Reiteración de la jurisprudencia 

4.5.1. El artículo 48 de la Constitución Política consagra la seguridad social y la define en 

los siguientes términos: “es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 

la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad en los términos que establezca la ley”, al tiempo que el artículo 

49 señala que: “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 

cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 

protección y recuperación de la salud (…)”. 

Al estudiar los complejos problemas que plantean los requerimientos de atención en salud, 

esta Corporación se ha referido a sus facetas, una como derecho y otra como servicio público 

a cargo del Estado[36]. Cada una de ellas implica un ejercicio de valoración particular, en el 

que se debe tener en cuenta el conjunto de principios que les son aplicables. Así, en cuanto a 

la salud como derecho, se ha dicho que la misma se relaciona con los mandatos de 

continuidad, integralidad e igualdad; mientras que, respecto a su expresión como servicio, se 

ha advertido que su prestación debe atender a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad. 

4.5.2. Al enfocarse en el estudio de la primera faceta, cabe destacar que en ley estatutaria el 

legislador le atribuyó a la salud el carácter de derecho fundamental autónomo e 

irrenunciable[37]. De igual manera, estableció un precepto general de cobertura al indicar que 

su acceso debe ser oportuno, eficaz, de calidad y en condiciones de igualdad a todos los 

servicios, establecimientos y bienes que se requieran para garantizarlo, el cual se cumple 

mediante la instauración del denominado Sistema de Salud[38]. 

4.5.3. Por otra parte, en lo que atañe a los principios que se vinculan con la faceta de servicio 

público, es preciso recurrir a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 1751 de 2016, en donde se 

mencionan los siguientes: universalidad, equidad, continuidad, oportunidad, progresividad¸ 

integralidad, sostenibilidad, libre elección, solidaridad, eficiencia, interculturalidad y 

protección de grupos poblacionales específicos. Para efectos de esta sentencia, la Sala se 

referirá a los principios de continuidad, oportunidad e integralidad, los cuales resultan 

relevantes para resolver el asunto objeto de revisión. 
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4.5.4. El principio de continuidad en el servicio implica que la atención en salud no podrá 

ser suspendida al paciente cuando se invocan exclusivamente razones de carácter 

administrativo. Precisamente, la Corte ha sostenido que “una vez haya sido iniciada la 

atención en salud, debe garantizarse la continuidad del servicio, de manera que el mismo no 

sea suspendido o retardado, antes de la recuperación o estabilización del paciente”[39]. La 

importancia de este principio radica, primordialmente, en que permite amparar el inicio, 

desarrollo y terminación de los tratamientos médicos, lo que se ajusta al criterio de 

integralidad en la prestación[40]. 

4.5.5. Por su parte, el principio de oportunidad se refiere a “que el usuario debe gozar de la 

prestación del servicio en el momento que corresponde para recuperar su salud, sin sufrir 

mayores dolores y deterioros. Esta característica incluye el derecho al diagnóstico del 

paciente, el cual es necesario para establecer un dictamen exacto de la enfermedad que padece 

el usuario, de manera que se brinde el tratamiento adecuado.”[41] Este principio implica que 

el paciente debe recibir los medicamentos o cualquier otro servicio que requiera a tiempo y 

en las condiciones que defina el médico tratante, a fin de garantizar la efectividad de los 

procedimientos ordenados[42]. 

4.5.6. Finalmente, la Ley Estatutaria de Salud, en el artículo 8, se ocupa de forma individual 

del principio de integralidad, cuya garantía también se orienta a asegurar la efectiva 

prestación del servicio[43] e implica que el sistema debe brindar condiciones de promoción, 

prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, paliación y todo aquello necesario para 

que el individuo goce del nivel más alto de salud o, al menos, padezca el menor sufrimiento 

posible. En virtud de este principio, se entiende que toda persona tiene el derecho a que se 

garantice su integridad física y mental en todas las facetas, esto es, antes, durante y después 

de exteriorizar una enfermedad o patología que lo afecta, de manera integral y sin 

fragmentaciones[44]. 

Con todo, es necesario advertir que el concepto de integralidad “no implica que la atención 

médica opere de manera absoluta e ilimitada, sino que la misma se encuentra condicionada 

a lo que establezca el diagnóstico médico”[45], razón por la cual el juez constitucional tiene 

que valorar –en cada caso concreto– la existencia de dicho diagnóstico, para ordenar, cuando 

sea del caso, un tratamiento integral. 

 3. ACCESO AL DERECHO A LA SALUD. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA.- 

3.1 En el artículo 49 de la Constitución se encuentra consagrada la obligación que recae sobre 

el Estado de garantizar a todas las personas el acceso a la salud, así como de organizar, dirigir, 

reglamentar y establecer los medios para asegurar a todas las personas su protección y 

recuperación. De ahí su doble connotación: por un lado, se constituye en un derecho 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn39
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn41
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn43
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn44
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-228-20.htm#_ftn45


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 

RADICACIÓN: 08758-40-03-005-2022-00160-00  

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: ANDREA CAROLINA LONDOÑO 
Accionado: IPS PREPAGADA SURAMERICANA 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

Telefax: 3885005 EXT. 4033 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

fundamental del cual son titulares todas las personas y por otro, un servicio público de 

carácter esencial cuya prestación se encuentra en cabeza del Estado. 

Así mismo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su 

artículo 12, estableció que “todo ser humano tiene el derecho al disfrute del más alto nivel 

posible de salud que le permita vivir dignamente”[12] y, el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, en la Observación General n.° 14 del 2000 advirtió que “la salud es 

derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos 

humanos.” Lo que permite entender el derecho a la salud como “el disfrute de toda una gama 

de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel 

posible de salud”[13] [14]. 

En desarrollo de esos mandatos superiores, se expidió la ley 100 de 1993 que reglamentó el 

Sistema General de Seguridad Social en salud, al cual se le asignaron como características la 

distribución y funcionamiento desde la perspectiva de una cobertura universal, entre otras. 

Por su parte, la jurisprudencia constitucional en sentencia T- 760 de 2008, estableció que la 

salud es un derecho fundamental autónomo[15] “en lo que respecta a un ámbito básico, el 

cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de 

constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones necesarias 

para proteger una vida digna.” Asimismo, la Ley Estatutaria 1751 de 2015[16] en su artículo 

2° reconoció el carácter fundamental autónomo e irrenunciable de la salud, así como el deber 

por parte del Estado de garantizar su prestación de manera oportuna, eficaz y con calidad. 

3.2 Ahora bien, la salvaguarda del derecho fundamental a la salud debe otorgarse de 

conformidad con los principios contemplados en los artículos 48 y 49 de la Constitución 

Política y los artículos 153 y 156 de la Ley 100 de 1993 en los que se consagran como 

principios rectores y características del sistema, entre otros, la calidad en la prestación del 

servicio, accesibilidad, solidaridad e integralidad. 

 3.2.1 Acerca del principio de accesibilidad, es necesario precisar que es un elemento 

esencial para el efectivo desarrollo del derecho a la salud. La Ley Estatutaria de Salud[17] lo 

define de la siguiente manera: “accesibilidad: Los servicios y tecnologías de salud deben ser 

accesibles a todos, en condiciones de igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los 

diversos grupos vulnerables y al pluralismo cultural. La accesibilidad comprende la no 

discriminación, la accesibilidad física, la asequibilidad económica y el acceso a la información”. 

Esta Corte, a propósito del desarrollo del derecho a la salud y con fundamento en la 

mencionada Observación General n.° 14 del Comité de Derechos Sociales y Culturales de la 

ONU (Comité DESC)[18], ha expuesto que:  

“En cuanto a los elementos enlistados no cabrían reparos, pues, resulta evidente que el 

Proyecto recoge lo contemplado en la Observación General 14, con lo cual, se acude a 
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un parámetro interpretativo que esta Sala entiende como ajustado a la Constitución. En 

el documento citado, la disponibilidad, la aceptabilidad, la accesibilidad y la calidad se 

tienen como factores esenciales del derecho. En sede de tutela y, sobre el punto, esta 

Corporación, ha reconocido el vigor y pertinencia de la Observación en los siguientes 

términos:  

“(…) Ahora bien el derecho a la salud contiene una serie de elementos necesarios 

para su efectivo desarrollo[19], dentro de los cuales encontramos la accesibilidad 

al servicio. Esta Corporación[20] en aras de desarrollar por vía jurisprudencial 

el alcance y contenido del derecho a la salud, ha recurrido en diversas 

oportunidades a la Observación General Número 14 del Comité de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales de la ONU (Comité DESC). La cual en su 

párrafo 12 expresó que los elementos esenciales del derecho a la salud, son 

la accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y calidad. Sobre el primero de 

ellos, de acuerdo con la observación, deben tenerse presentes los siguientes 

lineamientos (…)” (Sentencia T-585 de 2012. M. P. Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub)[21]. (Las negrillas son del texto original)”[22] 

  

“Esta Corte ha estudiado el elemento de accesibilidad al derecho a la salud, principalmente, 

en relación con el trato discriminatorio que, en ocasiones reciben quienes ostentan la calidad 

de vinculados al sistema de seguridad social en salud. La accesibilidad es un presupuesto 

mínimo para el goce del derecho a la salud para toda la población, y el diseño institucional 

para la prestación del servicio pretende, precisamente, establecer la forma en que cada grupo 

de la sociedad puede acceder a los servicios de salud.[23]”[24]
 

  
En este sentido, es posible determinar la obligación que recae sobre las entidades promotoras 

de salud, como las encargadas de cumplir la obligación estatal contenida en los artículos 48 

y 49 de la Constitución, de garantizar el acceso al servicio de salud y, en consecuencia, 

brindar todos los medios indispensables para que dicha accesibilidad se materialice de 

manera real y efectiva. 

3.2.2 Sobre el principio de integralidad, -el cual se refleja en el deber de las EPS de brindar 

todos los servicios requeridos para recuperar el estado de salud de los usuarios pertenecientes 

al sistema con el pleno respeto de los límites que regulan el sistema de salud- en sentencia T-

760 de 2008 esta Corporación lo definió así: “(…) se refiere a la atención y el tratamiento 

completo a que tienen derecho los usuarios del sistema de seguridad social en salud, según 

lo prescrito por el médico tratante”. 

En la misma línea, en la sentencia T-178 de 2011, se anotó que “la atención y el tratamiento 

a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado 

de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son 

integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, 

intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el 
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seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario 

para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le 

impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado 

a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad 

social en salud”[25]. En otras palabras, la integralidad responde “a la necesidad de garantizar 

el derecho a la salud de tal manera que los afiliados al sistema puedan acceder a las 

prestaciones que requieran de manera efectiva, es decir, que debido a la condición de salud 

se le otorgue una protección integral en relación con todo aquello que sea necesario para 

mejorar la calidad de vida de manera efectiva”[26]. 

Así las cosas, se concluye que el principio de integralidad consiste en mejorar las condiciones 

de existencia de los pacientes garantizando todos los servicios médicos que los profesionales 

en salud consideren científicamente necesarios para el restablecimiento de la salud, ello en 

condiciones de calidad y oportunidad. De esta manera, en consonancia con este principio, 

sobre las empresas promotoras de salud recae la obligación de no entorpecer los 

requerimientos médicos con procesos y trámites administrativos que resulten impidiendo a 

los usuarios el acceso a los medios necesarios para garantizar el derecho a la salud. 

3.2.3 Adicionalmente, el principio de solidaridad consagrado en el artículo 48 de la 

Constitución establece, es uno de los pilares del sistema de salud y supone el deber de una 

mutua colaboración entre las personas, las generaciones, los sectores económicos, las 

regiones y las comunidades orientadas a ayudar a la población más débil[27]. 

Esta Corporación ha manifestado que: “La seguridad social es esencialmente solidaridad 

social. No se concibe el sistema de seguridad social sino como un servicio público 

solidario; y la manifestación más  integral y completa del principio constitucional de 

solidaridad  es la seguridad social[28]” (subrayado fuera del texto original). 

Esto significa que el propósito común de proteger las contingencias individuales se realiza 

en trabajo colectivo entre el Estado, las entidades a las cuales se le adjudicó la prestación del 

servicio de salud y los usuarios del sistema, en otras palabras, los recursos del Sistema 

General de la Seguridad Social en Salud deben distribuirse de tal manera que toda la 

población colombiana, sin distinción de su capacidad económica, acceda al servicio de salud. 

Ahora bien, respecto de las EPS, en estas también recae la obligación de garantizar a los 

usuarios del sistema el acceso a los servicios y tratamientos de salud tomando en cuenta las 

particulares condiciones económicas de aquellos. 

3.3 De otro lado, aunque el acceso al derecho a la salud encuentra límites en el Plan de 

Beneficios, tanto para el régimen subsidiado como para el contributivo, ya que el sistema 

general de seguridad en salud no posee recursos ilimitados; ello no puede convertirse en una 

barrera para que las personas puedan acceder al goce real y efectivo del derecho. En otras 
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palabras, argumentos de carácter administrativo no pueden prevalecer sobre los derechos de 

las personas ni ser un obstáculo ante la obtención de los servicios de salud[29]. 

4. REGLAS JURISPRUDENCIALES PARA ACCEDER A LOS SERVICIOS DE 

SALUD QUE SE ENCUENTRAN EXCLUIDOS DEL PLAN DE BENEFICIOS EN 

SALUD.- 

En relación con los servicios incluidos y excluidos del Plan de Beneficios en Salud[30] -de 

ahora en adelante PBS-, antes llamado Plan Obligatorio de Salud, esta Corporación, como 

quedó visto en precedencia, ha aplicado un criterio que vincula el derecho a la salud 

directamente con el principio de integralidad a fin de garantizar que las personas reciban en 

el momento oportuno todas las prestaciones que permitan la recuperación efectiva de su 

estado de salud, con independencia de su inclusión en dicho plan de beneficios. 

Respecto de los servicios no incluidos dentro del PBS, la jurisprudencia constitucional ha 

establecido las siguientes reglas de interpretación aplicables para conceder en sede judicial 

la autorización de un servicio no incluido en el PBS[31]:  

“(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la 

integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por 

otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) con necesidad el interesado 

no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de 

garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y 

no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio 

médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de 

garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo”[32]. 

En ese orden, se infiere que, si bien el servicio de salud encuentra unos topes, la 

jurisprudencia constitucional ha admitido que en los casos en los que el afiliado requiera un 

servicio o un medio que no se encuentra cubierto por el PBS, pero la situación fáctica se 

acomoda a los requisitos anteriormente relacionados, es obligación de la EPS autorizarlos, 

en tanto prima garantizar de forma efectiva el derecho a la salud del afiliado. 

5. El servicio de transporte como un medio de acceso al servicio de salud. Reiteración 

de jurisprudencia 

A continuación, se hará un breve recuento del servicio de transporte en materia legislativa. 

En un comienzo, el servicio de transporte de pacientes no se trataba en el hoy llamado PBS; 

sin embargo,  el parágrafo del artículo 2 de la Resolución 5261 de 1994[33] señalaba 

que, “(…) cuando en el municipio de residencia del paciente no cuente con algún servicio 

requerido, este podrá ser remitido al municipio más cercano que cuente con él. Los gastos 

de desplazamiento generados en las remisiones serán de responsabilidad del paciente, salvo 
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en los casos de urgencia debidamente certificada o en los pacientes internados que requieran 

atención complementaria (…)”. 

No fue sino hasta el Acuerdo 08 de 2009[34], expedido por la Comisión de Regulación en 

Salud[35] que se reguló el transporte y se incluyó en el Plan Obligatorio de Salud en los 

siguientes casos:  

“ARTÍCULO 33. TRANSPORTE O TRASLADO DE PACIENTES. El Plan 

Obligatorio de Salud de ambos regímenes incluye el transporte en ambulancia para 

el traslado entre instituciones prestadoras de servicios de salud dentro del territorio 

nacional, de los pacientes remitidos, según las condiciones de cada régimen y 

teniendo en cuenta las limitaciones en la oferta de servicios de la institución en donde 

están siendo atendidos, que requieran de atención en un servicio no disponible en la 

institución remisora. 

El servicio de traslado de pacientes cubrirá el medio de transporte adecuado y 

disponible en el medio geográfico donde se encuentre, con base en el estado de salud 

del paciente, el concepto del médico tratante y el destino de la remisión y de 

conformidad con las normas del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de 

la Atención en Salud. 

PARÁGRAFO 1o. Si en concepto del médico tratante, el paciente puede ser atendido 

en un prestador de menor nivel de atención el traslado en ambulancia, en caso 

necesario, también hace parte del POS o POS-S según el caso. Igual ocurre en caso 

de ser remitido a atención domiciliaria, en los eventos en que el paciente siga estando 

bajo la responsabilidad del respectivo prestador.  

PARÁGRAFO 2o. Si realizado el traslado, el prestador del servicio, encuentra casos 

de cobertura parcial o total, por seguros de accidente de tránsito, seguros escolares 

y similares, el valor del transporte deberá ser asumido por ellos antes del cubrimiento 

del Plan Obligatorio de Salud de ambos regímenes, en los términos de la cobertura 

del seguro y la normatividad vigente.” 

Posteriormente, el Acuerdo 029 de 2011 derogó la anterior regulación eliminando el segundo 

parágrafo y añadiendo el siguiente artículo: 
  

 “Artículo 43. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un 

medio diferente a la ambulancia, para acceder a un servicio o atención incluida en 

el Plan Obligatorio de Salud, no disponible en el municipio de residencia del afiliado, 

será cubierto con cargo a la prima adicional de las Unidades de Pago por Capitación 

respectivas, en las zonas geográficas en las que se reconozca por dispersión”. 
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Para la ocurrencia de los hechos y presentación de la acción de la tutela, el artículo 126 de la 

Resolución 6408 de 2016, disponía que el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la Unidad 

de Pago por Capitación cubría el traslado acuático, aéreo y terrestre ya fuera en ambulancia 

básica o medicalizada en los siguientes supuestos: 

  

“• Movilización de pacientes con patología de urgencias desde el sitio de ocurrencia 

de la misma hasta una institución hospitalaria, incluyendo el servicio prehospitalario 

y de apoyo terapéutico en unidades móviles.  

• Entre IPS dentro del territorio nacional de los pacientes remitidos, teniendo en cuenta 

las limitaciones en la oferta de servicios de la institución en donde están siendo 

atendidos, que requieran de atención en un servicio no disponible en la institución 

remisora. Igualmente, para estos casos está cubierto el traslado en ambulancia en caso 

de contrarreferencia.  

El servicio de traslado cubrirá el medio de transporte disponible en el sitio geográfico 

donde se encuentre el paciente, con base en su estado de salud, el concepto del médico 

tratante y el destino de la remisión, de conformidad con la normatividad vigente.  

Asimismo, se cubre el traslado en ambulancia del paciente remitido para atención 

domiciliaria si el médico así lo prescribe”. 

  

Igualmente, el artículo 127 de la citada Resolución establecía: (i) que “el servicio de 

transporte en un medio diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en 

el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC, no disponible en el lugar de residencia 

del afiliado, será cubierto en los municipios o corregimientos con cargo a la prima adicional 

para zona especial por dispersión geográfica”; y (ii) que las EPS o las entidades que hagan 

sus veces “deberán pagar el transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario debe 

trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios mencionados 

en el artículo 10[36] de este acto administrativo, cuando existiendo estos en su municipio de 

residencia la EPS o la entidad que haga sus veces no los hubiere tenido en cuenta para la 

conformación de su red de servicios”. Derroteros que fueron reproducidos en los artículos 

120 y 121 de la Resolución n.°5269 de 2017, normativa vigente en la actualidad. 

5.2 Por otro lado, de conformidad con los antecedentes de esta Corporación, el Sistema de 

Seguridad Social en Salud contiene servicios que deben ser prestados y financiados por el 

Estado en su totalidad, otros cuyos costos deben ser asumidos de manera compartida entre el 

sistema y el usuario y, finalmente, algunos que están excluidos del PBS y deben ser 

sufragados exclusivamente por el paciente o su familia[37]. 

En principio, el transporte, fuera de los eventos anteriormente señalados, correspondería a un 

servicio que debe ser costeado únicamente por el paciente y/o su núcleo familiar. No 
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obstante, en el desarrollo Jurisprudencial se han establecido unas excepciones en las cuales 

la EPS está llamada a asumir los gastos derivados de este, ya que el servicio de transporte no 

se considera una prestación médica, pues se ha entendido como un medio que permite el 

acceso a los servicios de salud, visto que en ocasiones, al no ser posible el traslado del 

paciente para recibir el tratamiento médico ordenado, se impide la materialización del 

derecho fundamental[38]. 

  
Adicionalmente, como se observó en párrafos anteriores, el servicio de salud debe ser 

prestado de manera oportuna y eficiente, sin que existan obstáculos o barreras que 

entorpezcan su acceso. 

 Ante estos eventos la jurisprudencia constitucional ha señalado que el juez de tutela debe 

entrar a analizar la situación particular y verificar si se acreditan los siguientes requisitos: 

  
 (…) que, (i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para 

pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad 

física o el estado de salud del usuario[39].     

Así las cosas, no obstante, la regulación de los casos en los cuales el servicio de transporte 

se encuentra cubierto por el PBS, existen otros supuestos en los que, a pesar de encontrarse 

excluido, el transporte se convierte en el medio para poder garantizar el goce del derecho de 

salud de la persona. 

4.6. SOBRE LA OBLIGACIÓN DE SUMINISTRAR LOS SERVICIOS DE 

TRANSPORTE, ALOJAMIENTO, ALIMENTACIÓN Y ACOMPAÑAMIENTO. 

REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA. - 

 4.6.1. La Ley Estatutaria 1751 de 2015 establece que la accesibilidad es un principio esencial 

del derecho fundamental a la salud, el cual comprende las garantías a la no discriminación, a 

la accesibilidad física, a la asequibilidad económica y al acceso a la información. Lo anterior 

se refuerza con lo señalado por esta Corporación, en cuanto a que “la accesibilidad y el acceso 

al servicio público de salud son un todo inescindible, siendo posible el amparo constitucional 

del derecho en aquellos casos donde se acredite la imposibilidad objetiva del suministro de 

los medios suficientes y adecuados para hacer uso de la atención asistencial”[46]. 

4.6.2. Aun cuando ni la Ley 100 de 1993 ni la Ley Estatutaria 1751 de 2015 contemplan una 

disposición que regule la prestación de los servicios de transporte, alojamiento y 

alimentación, lo cierto es que la Resolución 5857 de 2018[47], en el artículo 121, dispone que: 

“el servicio de transporte en un medio diferente a la ambulancia para acceder a una atención 

contenida en el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC, no disponible en el lugar 

de residencia del afiliado, será financiado en los municipios o corregimientos con la prima 

adicional para zona especial por dispersión geográfica”. 
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En todo caso, vale reiterar que la Corte ha establecido que el transporte puede constituir una 

barrera de acceso a los servicios de salud, incluso en eventos en los que el paciente no se 

encuentra en una zona especial por dispersión geográfica. Es decir, la jurisprudencia 

constitucional ha resaltado que, en los casos en que el transporte constituya una barrera o una 

limitante para el acceso al servicio médico, es un deber de las E.P.S. asumir los gastos de 

traslado de la persona, particularmente, cuando deba acudir a una zona geográfica distinta de 

aquella en la que reside[48]. 

4.6.3. Así las cosas, esta Corporación ha señalado que las entidades promotoras de salud 

están llamadas a garantizar el servicio de transporte, cuando los pacientes se encuentren en 

las siguientes circunstancias: “(i) que el procedimiento o tratamiento se considere indispensable 

para garantizar los derechos a la salud y a la vida de la persona; (ii) que ni el paciente ni sus 

familiares cercanos tengan los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado; y 

(iii) que de no efectuarse la remisión se ponga en riesgo la vida, la integridad física o el estado de 

salud del usuario”[49]. A lo anterior se ha añadido que: (iv) si la atención médica en el lugar de 

remisión exigiere más de un día de duración, se cubrirán los gastos de alojamiento y manutención[50]. 

De lo anterior se desprende que, si bien por regla general, y en aplicación del principio de 

solidaridad, el paciente y su núcleo familiar están llamados a asumir los costos necesarios 

para acceder a los servicios médicos pertinentes, existen circunstancias en las que, ante la 

ausencia de dichos medios, el sistema de salud debe proveer los servicios respectivos, para 

que los derechos a la vida, a la salud y a la integridad no se vean afectados en razón a barreras 

económicas. 

4.6.4. En cuanto a la solicitud de autorización de un acompañante y el cubrimiento de los 

gastos de estadía, la jurisprudencia constitucional también ha precisado un conjunto de 

condiciones que permiten hacer operativa la garantía aludida. Al respecto, esta Corporación 

ha dispuesto que la financiación de un acompañante procede cuando: “(i) el paciente es 

totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiere atención permanente para 

garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su 

núcleo familiar cuentan con los recursos suficientes para financiar el traslado”[51]. 

4.6.5. Con respecto a lo anterior, debe reiterarse una vez más que en los casos en que el 

accionante afirme no contar con los recursos necesarios para sufragar los costos asociados a 

los servicios aludidos (negación indefinida), la Corte ha señalado que debe invertirse la carga 

de la prueba, correspondiendo a la entidad accionada demostrar lo contrario[52]. Esto último 

es comprensible en el marco de la garantía efectiva del derecho fundamental a la salud, pues, 

como se ha reiterado en esta providencia, el sistema está en la obligación de remover las 

barreras y obstáculos que impidan a los pacientes acceder a los servicios de salud que 

requieran con urgencia. 

4.6.6. En consecuencia, será el juez de tutela el que tendrá que analizar las circunstancias de 

cada caso en particular y determinar si se cumplen con los requisitos definidos por la 
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jurisprudencia, caso en el cual deberá ordenar los pagos de transporte, alojamiento y 

alimentación del afiliado y de un acompañante. Esto último, como se ha expuesto, dentro de 

la finalidad constitucional de proteger el derecho fundamental a la salud. 

5.2.    EL DERECHO A LA SALUD DE LOS SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN 

CONSTITUCIONAL TIENE CARÁCTER PREVALENTE 

 

86.  Dicho esto, como se lee en los apartes citados anteriormente, la garantía del derecho a la 

salud de sujetos de especial protección constitucional es reforzada. En los términos del 

Artículo 11 de la Ley 1751 de 2015:  

“La atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de embarazo, 

desplazados, víctimas de violencia y del conflicto armado, la población adulta 

mayor, personas que sufren de enfermedades huérfanas y personas en 

condición de discapacidad, gozarán [sic] de especial protección por parte 

del Estado. Su atención en salud no estará limitada por ningún tipo de 

restricción administrativa o económica.”[158] 

  

87.  Esta previsión está también alineada con la jurisprudencia de la Corte Constitucional. En 

la Sentencia T-760 de 2008, esta Corporación estableció: 

  

“La Corte Constitucional ha reconocido y tutelado principalmente el derecho 

a la salud, de los sujetos de especial protección constitucional. En primer 

lugar, ha protegido a los niños y las niñas, cuyo derecho a la salud es 

expresamente reconocido como fundamental por la Carta Política (art. 44, 

CP). Pero también ha reconocido la protección especial que merecen, por 

ejemplo, las mujeres embarazadas, las personas de la tercera edad y las 

personas con alguna discapacidad.”[159] 

  

88.  Teniendo en cuenta los hechos que la Sala estudia en esta ocasión, resulta particularmente 

interesante en la presente sentencia el caso de las personas de la tercera edad.[160] La Corte 

ha dispuesto que la prestación de los servicios de salud que requieran debe garantizarse de 

forma continua, permanente y eficiente como consecuencia de la cláusula de Estado social 

de derecho consagrada en la Constitución. Esta Corporación ha planteado esta obligación en 

la medida que las personas de esta población “tienen derecho a una protección reforzada en 

salud, en atención a su condición de debilidad manifiesta y por el hecho de ostentar -desde el punto 

de vista constitucional- el rol de sujeto privilegiado.”[161] La Corte ha basado tal interpretación en el 

Artículo 46 de la Constitución, de conformidad con el cual “[e]l Estado, la sociedad y la familia 

concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su 

integración a la vida activa y comunitaria.” Agrega dicha norma que “[e]l Estado les garantizará 

los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia.”[162] 

 

5.3.    Por regla general, todos los servicios de salud que no se encuentren 

expresamente excluidos del conjunto de servicios y tecnologías a los que tienen derecho los 

usuarios del Sistema de Salud se entienden incluidos. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn158
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn159
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn160
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn161
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn162


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 

RADICACIÓN: 08758-40-03-005-2022-00160-00  

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: ANDREA CAROLINA LONDOÑO 
Accionado: IPS PREPAGADA SURAMERICANA 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

Telefax: 3885005 EXT. 4033 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

89.  El Artículo 15 de la Ley 1751 de 2015 está alineado con el principio de integralidad 

descrito anteriormente, al establecer que el Sistema de Salud 

  

“garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de 

servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la 

salud, que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de 

la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas.”[163] 

  

A la vez, dicho artículo establece una serie de criterios que definen escenarios en los que “los 

recursos públicos asignados a la salud no podrán destinarse a financiar servicios y 

tecnologías”: casos en que los recursos que el Estado transfiere al Sistema de Salud no 

pueden ser utilizados para financiar los servicios o tecnologías a los que pretende acceder un 

usuario. En otras palabras, en este artículo el Legislador define las que se conocen 

como exclusiones del conjunto de servicios que se cubren con recursos del Estado. 
 

90.  Al estudiar la constitucionalidad del Artículo 15 de la Ley 1751 de 2015, la Sala Plena 

encontró, en términos generales, que la disposición resultaba compatible con la Carta Política 

en la medida que establece un sistema en el cual la inclusión de todo servicio o tecnología en 

salud en el conjunto de servicios a los que tienen derecho los usuarios del Sistema de Salud 

es la regla y su exclusión, que debe ser explícita y taxativa, es la excepción:  

“Para la Corte, la definición de exclusiones resulta congruente con un concepto del 

servicio de salud, en el cual la inclusión de todos los servicios, tecnologías y demás 

se constituye en regla y las exclusiones en la excepción. Si el derecho a la salud está 

garantizado, se entiende que esto implica el acceso a todos los elementos necesarios 

para lograr el más alto nivel de salud posible y las limitaciones deben ser expresas 

y taxativas.”[164] 

 

91.  Esta interpretación de la Corte, que la llevó a concluir que la norma era, en general, 

exequible, está alineada con el principio de integralidad ya mencionado. Al abordar la 

enunciación que la Ley Estatutaria hace de este principio, la Sala Plena estableció: 

  

“Para la Corporación, el derecho fundamental a la salud tiene como punto de 

partida la inclusión de todos los servicios y tecnologías y que las limitaciones al 

derecho deben estar plenamente determinadas, de lo contrario, se hace nugatoria la 

realización efectiva del mismo. Entiende la Sala que el legislador incorporó en el 

artículo 15 una cláusula restrictiva expresa, la cual establece los servicios y 

tecnologías excluidos de la prestación del servicio.”[165] 

  

92.  En la misma providencia, al analizar la consagración del principio pro homine en el 

Artículo 6 de la Ley 1751 de 2015,[166] la Corte citó la Sentencia T-760 de 2008, que 

estableció que “la interpretación de las exclusiones debe ser restrictiva a la vez que la 

interpretación de las inclusiones debe ser amplia.”[167] Al tener claro este entendimiento de 

las exclusiones, la Corte ha enfatizado que los servicios y tecnologías que no son 

expresamente excluidos del conjunto de servicios de salud a los que tienen derecho los 

usuarios del Sistema (en la actualidad, el Plan de Beneficios en Salud o PBS) se deben 
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entender como incluidos. Una interpretación contraria desconocería la jurisprudencia 

constitucional en torno al derecho fundamental a la salud. 

  

93.  No hay limitaciones jurídicas a la ciencia médica más allá de las exclusiones 

expresamente establecidas (que tienen excepciones, en todo caso, como lo ha establecido la 

Corte[168]); el vademécum médico es el que existe y se conoce. El derecho a la salud, por 

consiguiente, no está limitado a listas reglamentarias de servicios y tecnologías que se 

construyan en un momento específico en el tiempo. Como lo ha señalado este Tribunal: 

  

“el plan de beneficios en salud está planteado de forma tal que, en caso de 

que un servicio no se encuentre expresamente excluido, deberá entenderse 

incluido. En consecuencia, el otorgar una tecnología en salud que no esté 

expresamente excluida del PBS, en ningún caso debe suponer un trámite 

adicional a la prescripción que realiza el médico tratante, pues ello 

implicaría una barrera en el acceso a los servicios y medicamentos cubiertos 

por el PBS.” (Énfasis en el original).[169] 

  

94.  El entendimiento del derecho fundamental a la salud plasmado en la Ley 1751 de 2015 

generó, en ese sentido, un quiebre frente al Sistema de Salud al que la Corte Constitucional 

se enfrentó durante sus primeras dos décadas de funcionamiento. Primero, en la actualidad, 

no existe duda sobre el carácter fundamental autónomo del derecho a la salud. Segundo, 

como resultado de esto, este derecho es por definición justiciable a través de la acción de 

tutela. Tercero, el ámbito de protección del derecho no está limitado a la lista del plan de 

servicios y tecnologías que se construye en un momento determinado. 
 

95.  Ahora, de ninguna manera, la fuente de financiación de los servicios o tecnologías puede 

convertirse en un obstáculo para que el usuario acceda a ellos. Las EPS e IPS deben garantizar 

el acceso a los servicios y tecnologías requeridos con independencia de sus reglas de 

financiación; una vez suministrados, están autorizadas a efectuar los cobros y recobros que 

procedan de acuerdo con la reglamentación vigente. Esta posibilidad opera, por tanto, en 

virtud de la reglamentación y está sometida a las condiciones establecidas en ella; no depende 

de decisiones de jueces de tutela. Al advertir esta situación, la Sala no desconoce la 

importancia del criterio de sostenibilidad financiera en el Sistema de Salud. Para que este 

funcione en condiciones óptimas, es necesario que el Estado garantice un flujo adecuado, 

suficiente y oportuno de los recursos a las entidades a cargo de suministrar los servicios y 

tecnologías que los usuarios requieren. 
  

96.  Tras reiterar estas reglas jurisprudenciales generales, la Sala resumirá algunas reglas 

específicas relativas al transporte intermunicipal, el cubrimiento de gastos de transporte y 

alojamiento de un acompañante cuando el paciente lo requiere y el derecho al diagnóstico, 

que resultan relevantes para resolver los tres casos de la referencia. 

  

7.  REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA: EL SERVICIO DE TRANSPORTE 

INTERMUNICIPAL PARA UN PACIENTE AMBULATORIO DEBE SER CUBIERTO POR 

LA EPS CUANDO EL USUARIO LO REQUIERE PARA ACCEDER AL SERVICIO EN EL 

PRESTADOR AUTORIZADO POR LA ENTIDAD 
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99.  De conformidad con la reiterada jurisprudencia de esta Corte, una EPS vulnera el derecho a la 

salud de una persona afiliada a ella cuando se abstiene de pagar los gastos de transporte intermunicipal 

y de estadía (incluidos su alojamiento y alimentación) –estos últimos si la persona debe permanecer 

más de un día en el lugar donde recibirá la atención que necesita– que el usuario debe cubrir para 

acceder a un servicio o tecnología en salud ambulatorio (incluido en el plan de beneficios vigente) 

que requiere y que es prestado por fuera del municipio o ciudad donde está domiciliado. En la 

Sentencia SU-508 de 2020,[171] la Sala Plena unificó las reglas sobre el suministro del servicio de 

transporte intermunicipal para pacientes ambulatorios, es decir, que no requieren hospitalización. 

Dicha providencia reiteró la jurisprudencia que ha establecido que, aunque el transporte no es una 

prestación médica en sí misma, es necesario para garantizar la faceta de accesibilidad del derecho 

fundamental a la salud, a la que se hizo referencia anteriormente, por lo que su falta de suministro se 

puede convertir en una barrera de acceso. 

  

100.        La Sala Plena enfatizó que, en el plan de beneficios vigente actualmente, no existe 

duda de que el transporte intermunicipal para paciente ambulatorio se encuentra incluido, 

pues no ha sido expresamente excluido y, de hecho –aunque este no es un factor determinante 

para concluir que un servicio de salud está incluido en el conjunto de servicios a los que tiene 

derecho un usuario del Sistema de Salud–, la reglamentación regula su provisión.[172] La 

Corte recordó que, de acuerdo con el artículo 178 de la Ley 100 de 1993, las EPS están 

obligadas a conformar su red de prestadores de manera que aseguren que sus usuarios puedan 

acceder a los servicios que requieran en todo el territorio nacional y escoger un prestador 

entre las IPS con las que exista convenio en el área de influencia correspondiente. 

  

101.       De esta forma, la Sala Plena unificó su criterio en el sentido de que cuando un usuario 

del Sistema de Salud debe desplazarse de su municipio o ciudad de residencia para acceder 

a un servicio de salud ambulatorio que requiere y está incluido en el plan de beneficios 

vigente, pues la EPS autorizó la prestación de tal servicio en una institución prestadora por 

fuera de dicho municipio o ciudad, la EPS debe asumir el servicio de transporte, por cuanto 

no hacerlo podría equivaler a imponer una barrera de acceso al servicio. Este servicio de 

transporte intermunicipal para paciente ambulatorio no requiere prescripción médica porque 

es después de la autorización de la EPS (que sigue a la prescripción) que el usuario sabe en 

dónde exactamente le prestarán el servicio ordenado por su médico. Por eso, el cubrimiento 

del servicio de transporte intermunicipal es responsabilidad de la EPS desde el momento en 

que autoriza la prestación del servicio de salud en un municipio distinto a aquél donde vive 

el usuario. Adicionalmente, la Corte Constitucional aclaró, en la misma Sentencia SU-508 

de 2020,[173] que no es exigible que el usuario pruebe la falta de capacidad económica para 

que la EPS esté obligada a asumir el servicio de transporte intermunicipal, dado que este es 

un servicio financiado por el Sistema de Salud para asegurar el acceso a los servicios que 

requiere. 

  

102.       Este Tribunal precisa que las consideraciones mencionadas resultan aplicables a los 

casos que se estudian, en la medida que se derivan directamente del régimen constitucional, 

legal y reglamentario que establece las obligaciones a cargo de las entidades que hacen parte 

del Sistema de Salud, vigente, sin duda, en el momento en que se presentaron las acciones de 

tutela. La Ley Estatutaria de Salud fue promulgada en 2015 y rige a partir de su publicación. 
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Dichas consideraciones no constituyen subreglas introducidas por la Corte en la Sentencia 

SU-508 de 2020. 
  

103.       Ahora bien, adicionalmente a las reglas ya resumidas, con respecto a los usuarios que 

requieren de un acompañante, en la jurisprudencia reiterada sobre el tema, la Corte ha 

establecido que una EPS vulnera el derecho a la salud de una persona afiliada a ella que debe 

salir del municipio o ciudad donde reside para acceder a un servicio o tecnología incluida en 

el plan de beneficios vigente, cuando no cubre los gastos de transporte y estadía de su 

acompañante, siempre y cuando se cumplan las siguientes tres condiciones:[174] (i) que el 

usuario dependa de un tercero para desplazarse; (ii) que “requiera atención permanente para 

garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas”;[175] y (iii) 

que ni el usuario ni su familia tengan los recursos económicos necesarios para cubrir los 
gastos mencionados. 

 

ACCESIBILIDAD ECONÓMICA. EL TRANSPORTE URBANO COMO 

MECANISMO DE ACCESO A LOS SERVICIOS DE SALUD 

  
27. De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó definida en el 

fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover las barreras de acceso a 

los servicios médicos de los que dispone el sistema, cuando ello es indispensable para 

asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se refuerza en relación con las personas que se 

encuentran en una condición de vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya 

referido. 

  

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de financiación, 

racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una barrera infranqueable 

para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto nivel de salud posible. Sus deberes 

de aporte, no pueden convertirse en un obstáculo para la consecución de los servicios médicos 

que necesiten para mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

  

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las personas 

que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de acceso al sistema y a sus 

servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en condiciones de dignidad. 

  

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud implica 

necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición socioeconómica de los 

usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a los servicios médicos a la capacidad 

económica para costearlos, reduce las posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la 

población, en condiciones de igualdad. 

  

28. De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar en una 

barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, en lo que sigue, se 

destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al respecto. 

  

El transporte urbano para acceder a servicios de salud 
  

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn174
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2021/T-122-21.htm#_ftn175
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-409-19.htm#_ftn118


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 

RADICACIÓN: 08758-40-03-005-2022-00160-00  

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: ANDREA CAROLINA LONDOÑO 
Accionado: IPS PREPAGADA SURAMERICANA 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

Telefax: 3885005 EXT. 4033 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

29. Si bien los servicios de transporte no son prestaciones de salud en estricto sentido, la 

jurisprudencia de esta Corporación ha considerado que, en algunas ocasiones, es un 

mecanismo de acceso a los servicios de salud, que puede constituirse en una barrera para el 

usuario[119], cuando este debe asumir su costo y no cuenta con recursos para ello. 

  
30. Inicialmente el transporte se encontraba excluido de las prestaciones en salud, pero de 

conformidad con la jurisprudencia, el Ministerio de Salud lo incluyó bajo la idea de que: 

  
“las EPS y EPS-S debían cubrir los gastos de desplazamientos generados por la 

remisión de un usuario a un lugar distinto de su residencia cuando: (i) se certifique 

debidamente la urgencia en la atención y (ii) entre instituciones prestadoras de servicios 

de salud dentro del territorio nacional, en los eventos en que, por falta de disponibilidad, 

no se pueda brindar la atención requerida en su lugar de residencia”[120]. 

  

La Sentencia T-760 de 2008[121] fue enfática en afirmar que “toda persona tiene derecho a 

que se remuevan las barreras y obstáculos que [le] impidan (…) acceder a los servicios de 

salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar 

distinto al de residencia (…) y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”[122]. 

  

Recientemente la reglamentación sobre el Plan de Beneficios, en sus actualizaciones 

anuales[123], ha admitido el cubrimiento de servicios de transporte con cargo a la UPC en 

algunos eventos específicos[124], para atender urgencias y para pacientes ambulatorios, en 

condiciones específicas y asentados en zonas de dispersión geográfica. 

  

31. Esta Corporación señaló que, en principio, el transporte corresponde al paciente y su 

familia, “independientemente de que los traslados sean en la misma ciudad, 

interinstitucionales o intermunicipales, dirigidos a la práctica de procedimientos médicos o 

a la prestación de algún servicio del cual no dispone la IPS remitente”[125]. Sin embargo, de 

manera excepcional, corresponderá a la EPS cuando (i) los municipios o departamentos 

remitentes reciban una UPC adicional o (ii) el paciente esté en circunstancias de 

vulnerabilidad económica y debilidad manifiesta[126]. 

  

Según este planteamiento, de conformidad con las particularidades de cada caso concreto, el 

juez de tutela debe evaluar la pertinencia del suministro del servicio de transporte con cargo 

al sistema de salud, con fundamento en dos variables: la necesidad de aquel para contener un 

riesgo para el usuario y la falta de capacidad económica del paciente y su núcleo familiar 

para costearlo[127]. De ello depende que pueda trasladarse la obligación de cubrir los servicios 

de transporte del usuario al sistema de salud, a través de las EPS[128]. 

  

32. La garantía del servicio de transporte, por vía jurisprudencial, también admite el 

desplazamiento del paciente con un acompañante, siempre que su condición etaria[129] o de 

salud[130] lo amerite. Para conceder el transporte de un acompañante, es preciso verificar que 

“(iii) El paciente es totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (iv) 

requiere atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado 

de sus labores cotidianas y (vi) (sic.) ni él ni su núcleo familiar cuenten con los recursos 

suficientes para financiar el traslado”[131] 
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En ese evento los costos asociados a la movilización de ambas personas, corren por cuenta 

de las EPS. 

  

33. Según lo anotado hasta este punto, puede concluirse que el transporte, pese a no ser una 

prestación de salud, es un mecanismo necesario para el acceso a los servicios del sistema. 

Cuando este se convierte en una barrera para seguir un tratamiento orientado al logro del 

mayor nivel de salud posible, por la imposibilidad de asumir su costo por parte del paciente 

y su familia, su suministro corresponde a las EPS sin importar que se trate de transporte 

urbano. 

  

34. Sobre la garantía del transporte urbano como mecanismo de acceso al servicio de salud, 

por ejemplo, en la Sentencia T-346 de 2009[132] se resolvió el caso de un menor de edad en 

condición de discapacidad que dependía absolutamente de terceros. Su madre carecía de 

recursos económicos para pagar su tratamiento y, por su condición de salud, su mejor 

alternativa de transporte era el servicio público particular o taxi, inaccesible por las 

condiciones económicas de su núcleo familiar. 

  

En ese asunto la Corte encontró que la EPS debía costear el servicio de transporte del niño y 

un acompañante “porque ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen recursos suficientes 

para pagar el valor del traslado del menor, en las condiciones que este lo requiere”. 

  

La Sentencia T-636 de 2010[133] estudió el caso de un niño con parálisis cerebral, cuya madre 

no disponía de los recursos económicos para sufragar los gastos del transporte hacia el lugar 

en donde se programaron algunas terapias ordenadas por su médico tratante. En esa decisión, 

la Corte destacó que el transporte, incluso urbano, debía ser suministrado cuando el paciente 

lo requiera para recibir oportunamente los servicios médicos programados. 

  

Por su parte, la Sentencia T-1158 de 2001[134] abordó el caso de un menor de edad en 

condición de discapacidad, cuya familia no tenía recursos para asegurar el servicio de 

transporte urbano para asistir a las citas programadas en virtud de su tratamiento. La sentencia 

señaló que este servicio debía ser suministrado por la EPS, bajo el entendido de que no basta 

con programar el servicio médico, cuando el paciente no dispone de los recursos para asumir 

el transporte que debe costear para acceder a él. “No es aceptable exigirle a un niño inválido, 

con 84.9% de incapacidad, que tome transporte público para ir y venir a las sesiones de 

fisioterapia. Las dificultades son enormes y las secuelas, al usar tal medio de transporte 

público, pueden ser catastróficas”. Desde este punto de vista se le ordenó a la entidad 

demandada brindar el servicio de ambulancia al menor de edad. 

  

Así mismo, la Sentencia T-557 de 2016[135] evaluó el caso de dos niños que solicitaban 

transporte urbano para acceder a los servicios de salud contemplados dentro de cada uno de 

sus tratamientos. 

  

Uno de ellos era de la ciudad de Medellín y tenía un diagnóstico de autismo, con un 

tratamiento basado en terapias de habilitación y rehabilitación programadas en esa misma 

ciudad. Su familia estaba en imposibilidad de costear los servicios de transporte en tanto el 
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padre del niño estaba privado de la libertad y su madre, esporádicamente, se dedicaba a 

desarrollar servicios domésticos, sin devengar lo suficiente para asumir su valor. 

  

En esa oportunidad, la Sala de Revisión consideró que era viable conceder el servicio de 

transporte porque: 

  
“(i) las terapias de habilitación y rehabilitación a las que asiste el menor se 

consideran indispensables para garantizar sus derechos fundamentales a la 

salud y a la integridad, en conexidad con el derecho a la vida; (ii) ha quedado 

demostrado que por la situación jurídica y económica en la que se encuentran 

los padres del menor, no tienen los recursos económicos suficientes para 

sufragar el valor del traslado y; (iii) de no efectuarse la remisión se pone en 

riesgo la integridad física y el estado de salud del niño”. 

  
Finalmente, la Sentencia T-674 de 2016[136] decidió el caso de un niño diagnosticado con 

trastorno de espectro autista, trastorno de hiperactividad, déficit de atención, trastorno de 

comportamiento secundario y de lenguaje. Su madre solicitó el servicio de transporte en 

razón de que las citas programadas para él eran frecuentes y a cada una debía acudir en taxi, 

sin tener los recursos para ello. 

  

En esa oportunidad, se reiteró que el servicio de salud debe prestarse sin barreras económicas, 

máxime cuando el usuario es un menor de edad. Se consideró que “si bien es natural que el 

paciente y su familia reciban una serie de cargas mínimas en procura de evitar traumatismos 

financieros al sistema, lo cierto es que tales exigencias no pueden convertirse en 

impedimentos para materializar su acceso” cuando la familia del paciente presenta 

insolvencia y, en virtud del diagnóstico del niño, este no puede ser sometido a largas 

caminatas y precisa de “un medio más tranquilo y menos expuesto a las contingencias que 

se pueden presentar en un servicio masivo”. 

  

Esa sentencia destacó que la imposibilidad de traslado por razones ajenas al paciente, sean 

físicas o económicas, es una barrera para acceder a los servicios y debe eliminarse, pues “el 

impedimento no necesariamente se genera por la distancia, sino que también, a pesar de 

encontrarse relativamente cerca, por la falta de recursos o del transporte idóneo.” 

  

35. A modo de conclusión puede sostenerse que, conforme la jurisprudencia de esta 

Corporación, es posible adjudicar la responsabilidad de la prestación del servicio de 

transporte urbano a la EPS, cuando este sea indispensable para el desarrollo de un 

tratamiento, como consecuencia de las condiciones de salud del usuario y de la situación 

económica en la que se encuentre junto con su familia, máxime si se trata de un menor de 

edad con un diagnóstico que dificulta su desplazamiento en un servicio de transporte público, 

bien sea colectivo o masivo. 

 
Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

  
36. Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden eliminar 

las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del derecho a la salud 
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de la población más vulnerable desde el punto de vista socioeconómico. Tal suministro 

depende, en parte, de la incapacidad económica del paciente y de la de su familia. 

  
La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que atañe a la 

incapacidad económica del usuario y sus parientes: 

  
(i)          Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por cualquier medio, en razón a que 

no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

  

(ii)         Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una negación indefinida, de la que debe 

presumirse la buena fe “sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a 

establecer que tal afirmación es falsa o contraria a la realidad”. 

  

(iii)      Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, de modo que la EPS demandada 

debe demostrar lo contrario. 

  

(iv)       En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre este aspecto, para 

proteger los derechos fundamentales de las personas en el sistema, con sujeción al principio de 

solidaridad. 

  
En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad económica, basta su 

afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. Con su aseveración, la carga de la 

prueba se traslada a la EPS, que por la relación que tiene con el usuario, cuenta con elementos 

suficientes para desvirtuar su aseveración ante el juez de tutela[140]. 

  

La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del actor, implica que este 

señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su caso para el momento de acudir a 

la tutela, para que pueda ofrecerle al juez constitucional el panorama de la situación; “no 

basta hacer una afirmación llana respecto de la afectación del mínimo vital” para que el 

juez deba tenerla por cierta[141]. 

  

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para llevar al juez 

a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que le corresponde al 

funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, en ningún caso, su inactividad 

probatoria “puede conducir a que las afirmaciones del accionante (…) sean tenidas como falsas, y 

se niegue por tal razón, la protección de los derechos fundamentales”[143]. 

  

ANALISIS DEL CASO CONCRETO 

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que su hijo, nació el 18 de julio de 2016 y 

desde pequeño presenta diferentes problemas relacionados con el habla, su desarrollo motor 

y social, por lo que el 7 de diciembre de 2021 asistió a una cita de control de Neuropatía, a 

raíz de la cual fue diagnosticado con Trastorno del lenguaje y Trastorno del Espectro Autista. 

Que, debido a lo anterior, fue remitido a un centro de rehabilitación con el fin de adelantar 

un proceso de terapias, debido a que este trastorno ha afectado su desarrollo social, motor y 

personal, razón por la cual es necesario que asista a las terapias de manera regular pues es 
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importante que se dé todo el esfuerzo, apoyo médico y terapéutico a tiempo, con el fin de 

garantizar su bienestar y la prevalencia de sus derechos. Al centro de rehabilitación al que 

fue remitido mi hijo, es el CENTRO DE NEUROREHABILITACIÓN Y APRENDIZAJE. 

Que como cuidadora del menor, que es madre soltera y cabeza de familia, que sus ingresos 

equivalen a $1.040.010 pesos, a partir de los cuales cubro la totalidad de los gastos de 

alimentación y necesidades básicas de su hijo, dado que no cuento con otros ingresos 

adicionales; además de ser quien tiene al niño afiliado a la EPS en el régimen contributivo. 

Que no cuenta con los recursos necesarios para movilizarlo diariamente a que este reciba las 

mismas.  

Que debido a que se encuentra laborando, cuenta con el apoyo de su madre, quien queda 

como cuidadora del niño. Su madre presenta dolores frecuentes en sus articulaciones (rodillas 

y túnel del carpio), y actualmente está realizando estudios para recibir un diagnóstico de sus 

síntomas, por lo que no puede cargar peso ni realizar movimientos que serían necesarios para 

poder transportar al niño en un bus de servicio público u otro diferente a un taxi. Es por esto, 

por lo que los costos equivalentes al desplazamiento del niño de nuestro lugar de residencia 

al centro de rehabilitación y de regreso a casa son de $20.000 pesos diarios. 

En caso de adelantar la movilidad y traslado de mi hijo en un servicio de transporte como 

taxi, los costos de esto serían de $20.000 pesos de lunes a viernes, lo que implica que 

mensualmente corresponda a $ 400.000 pesos, por concepto de ida y regreso del niño cada 

vez que asista a la realización de las terapias.  

Que el día 6 de enero de 2022 presentó derecho de petición ante la entidad accionada con el 

fin de que autorizara el suministro de transporte a su hijo. El 12 de enero obtuvo respuesta 

negativa por parte de la EPS. 

El accionado EPS SURA, manifiesto que el accionante no cuenta con una orden de un 

profesional médico que prescriba la necesidad pertinencia y conducencia del servicio de 

transporte que solicita el accionante. Que ni el accionante, ni estos son médicos, es decir, no 

se puede ordenar algo donde se pone en riesgo la vida que no esté debidamente caracterizado, 

examinado y respaldado por los profesionales formados y autorizados para ello por los 

legisladores –Ley 23 de 1981 y Ley 100 de 1993-.  

Que la compañía ni el despacho puede influenciar en la decisión de los médicos de la red de 

atención en lo relativo a la pertinencia, conducencia, necesidad y viabilidad de la prescripción 

o no de los servicios enunciados; lo anterior, en respeto a la autonomía médica consagrada 

en el Artículo 17 de la Ley Estatutaria en Salud, pues se trata de su criterio médico y científico 

que les faculta su profesión. 

Conforme a lo anteriormente expuesto, encuentra el despacho, que el menor hijo de la 

accionante, cuenta con una eficiente prestación del servicio de salud, acorde con el 
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padecimiento del menor, sin embargo, arguye la accionante, que no cuenta con los medios 

económicos para poder cancelar el transporte de este, para la realización de las terapias 

ordenados por su médico tratante, tal como se puede cotejar dentro del pantallazo anexo a 

este fallo.  
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Ahora bien, ante estos eventos la jurisprudencia constitucional ha señalado que el juez de 

tutela debe entrar a analizar la situación particular y verificar si se acreditan los siguientes 

requisitos: (…) que, (i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos 

económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se 

pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario[39].     

 

Así las cosas, no obstante, la regulación de los casos en los cuales el servicio de transporte 

se encuentra cubierto por el PBS, existen otros supuestos en los que, a pesar de encontrarse 

excluido, el transporte se convierte en el medio para poder garantizar el goce del derecho de 

salud de la persona. 

 

6.2 Ahora bien, esta Corte ha manifestado que una de las razones para argumentar la 

negativa de un servicio por parte de una EPS, no puede versar sobre la carencia probatoria 

del usuario para demostrar su incapacidad económica[41]. 

  

Lo anterior, debido a que las EPS cuentan con la información necesaria para determinar la 

condición económica de cada afiliado; sus bases de datos les permiten inferir si la persona 

puede cubrir o no el costo de lo ordenado. En consecuencia, uno de los deberes de las 

entidades consiste en valorar si con la información que cuentan o con la que le sea solicitada 

al usuario a este no le es viable asumir la carga económica que se le está exigiendo. Tal 

deber se extiende hasta el trámite de una acción de tutela en el caso de que la controversia 

se traslade a los jueces constitucionales[42]. 

  

En línea seguida,  esta Corporación estableció el cumplimiento de unas reglas para 

determinar la incapacidad del interesado para acceder a un suministro no incluido en el Plan 

de Beneficios en Salud[43], a continuación se mencionarán de manera sucinta: (i) No existe 

una tarifa legal para que el accionante certifique la incapacidad económica que alega[44]; 

(ii) la carga probatoria de la incapacidad económica se invierte en cabeza de la EPS 
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accionada[45]; (iii) sobre los jueces de tutela recae el deber de decretar pruebas mediante 

las cuales resulte comprobada la incapacidad alegada[46]; y, (iv) ante la ausencia de otros 

medios probatorios, pertenecer al grupo poblacional de la tercera edad y tener ingresos 

equivalentes a un SMLMV pueden ser tenidos como prueba suficiente para corroborar la 

incapacidad alegada por el accionante, siempre y cuando no haya sido controvertida por el 

demandado[47]. 

  

Así las cosas, se concluye que las afirmaciones hechas por los usuarios acerca de la 

incapacidad económica para costear los tratamientos, servicios o suministros ordenados 

tienen fundamento en el principio de buena fe, por lo que deben ser tenidas como ciertas 

hasta que la entidad accionada mediante las pruebas pertinentes las desvirtúe. 

Adicionalmente, conviene resaltar que la inactividad por parte del juez para cumplir su deber 

probatorio, “no puede conducir a que las afirmaciones del accionante al respecto, sean 

tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la protección de los derechos fundamentales 

solicitada[48].” 
 

En principio, el transporte, fuera de los eventos anteriormente señalados, correspondería a un 

servicio que debe ser costeado únicamente por el paciente y/o su núcleo familiar. No 

obstante, en el desarrollo Jurisprudencial se han establecido unas excepciones en las cuales 

la EPS está llamada a asumir los gastos derivados de este, ya que el servicio de transporte no 

se considera una prestación médica, pues se ha entendido como un medio que permite el 

acceso a los servicios de salud, visto que, en ocasiones, al no ser posible el traslado del 

paciente para recibir el tratamiento médico ordenado, se impide la materialización del 

derecho fundamental. 
 

Seguidamente, es necesario argüir referente a la subsidiariedad de la acción constitucional, 

en el marco del derecho fundamental a la salud existe un mecanismo jurisdiccional específico 

regulado por el Legislador en procura de su protección. Este se encuentra desarrollado, 

principalmente, en la Ley 1122 de 2007 “(p)or la cual se hacen algunas modificaciones en 

el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones”, artículo 

41, modificado por la Ley 1438 de 2011 “(p)or medio de la cual se reforma el Sistema 

General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones”, artículo 126.  

(…) 

Ahora, siguiendo este marco jurídico, según la jurisprudencia constitucional la determinación 

sobre la procedencia de la tutela exige un análisis singular, que atienda a las particularidades 

del caso concreto y, en concordancia, la acción de amparo procede, entre otros, cuando: 

  

(i)               … 

(ii)             El accionante sea una persona de especial protección constitucional o se 

encuentra en condición de debilidad manifiesta[11], debido a que esta se encuentra 

expuesta a condiciones de vulnerabilidad y, por ende, a “una posición de desigualdad 

material con respecto al resto de la población”[12]. Por ende, se exige asumir medidas 

especiales, brindar un tratamiento preferencial y flexibilizar los trámites 

administrativos y judiciales, en procura de “garantizar la igualdad material a través de 
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discriminaciones afirmativas a (su) favor”[13] y, de esa manera, lograr la oportuna 

materialización de sus derechos. 

  

(iii)... 

  

(iv)           La existencia de “una respuesta negativa por parte de la entidad prestadora de salud; 

o si, por el contrario, se desprende de una conducta puramente omisiva que vulnera 

directamente el derecho iusfundamental a la salud, ámbito sobre el cual el juez 

constitucional inexorablemente conserva la competencia principal”[15]. 

 

Una vez  transcrito lo jurisprudencialmente señalado arriba, podemos establecer que ante la 

falta de capacidad económica de la accionante para asumir el costo del transporte de su menor 

hijo, dado que es una mujer cabeza de hogar, y que quien la puede ayudar es su madre quien 

es una mujer que a pesar de no pertenecer a la 3ª edad, es una mujer mayor de 58 años, que 

no goza de buena salud, y que si bien el salario devengado por la accionante, no es el mínimo 

vital el mismo no está muy lejos de este, tal como consta en la certificación laboral expedida 

por la empresa. 

   
Y que, dentro de la historia clínica, y el informe cognitivo del niño, que, aunque no se arguye 

por parte del médico tratante un riesgo, o peligro inminente ante la falta de la realización de 

alguna de las terapias no podemos dejar de lado, que las mismas son realizadas para brindar 

una mejor calidad de vida, y de aprendizaje al menor frente a su padecimiento, lo que hace 

que sea necesario para su desarrollo.  
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Es decir, que, tratándose de un sujeto de especial protección constitucional, la incapacidad 

económica del accionante, y la falta de prueba de la condición económica del accionado a 

quien le correspondía la carga probatoria, se presume sin duda alguna la buena fe de la actora, 

frente a los hechos por esta aquí expuestos; pues como señalo la corte, estos cuentan en sus 

bases de datos, los ingresos de los usuarios, y les permiten inferir si la persona puede cubrir 

o no el costo de lo ordenado. Motivo por el cual el despacho, procederá a ordenar a la 

accionada para que, dentro del término de 48 horas AUTORIZAR Y CONCEDER auxilio 

de transporte a la accionante ANDREA CAROLINA LONDOÑO en calidad de 

representante de su menor hijo CAMILO ANDRES BARRIOS y a su acompañante, con el 

fin de que pueda asistir a las terapias que necesita, en la periodicidad que señale el médico 

tratante. 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho 

fundamental de petición invocado por el accionante ANDREA CAROLINA LONDOÑO, 

contra EPS SURAMERICANA S.A., conforme a lo expuesto en la parte considerativa de 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la accionada EPS SURAMERICANA S.A., para que, dentro 

del término de 48 horas proceda a AUTORIZAR Y CONCEDER auxilio de transporte a la 

accionante ANDREA CAROLINA LONDOÑO en calidad de representante de su menor 

hijo CAMILO ANDRES BARRIOS y a su acompañante, con el fin de que pueda asistir a 

las terapias que necesita, en la periodicidad que señale el médico tratante. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo 

personalmente o por cualquier otro medio expedito 

 

CUARTO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme 

a los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

QUINTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 

del Decreto 2591 de 1.991.-  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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